
 

Normativa de canales cortos de 
comercialización en España: más 
allá de la flexibilización sanitaria 
Tradicionalmente, cuando se habla de flexibilización normativa en canales cortos de 
comercialización se refiere únicamente al paquete higiénico-sanitario para pequeñas 
producciones. Sin embargo, la investigación evidencia que es necesaria una flexibilización 
integral de todas las normativas que afectan a los canales cortos de comercialización 
(CCC), no sólo las higiénico-sanitarias. 

El marco regulatorio que hay que cumplir para vender en CCC en España opera en cuatro 
niveles administrativos diferenciados: fiscal/Seguridad Social (Estado o Comunidades 
Autónomas (CCAA) en el caso de Euskadi y Navarra), producción primaria 
(CCAA-Agricultura), transformación alimentaria (CCAA-Sanidad) y normativa local 
(Ayuntamientos). No existe una ley estatal específica sobre venta directa y la competencia 
recae en las Comunidades Autónomas, lo que genera diferencias significativas entre 
territorios. El Real Decreto 1086/2020 constituye la principal flexibilización estatal para 
pequeños productores. 

El problema real no es que las normativas sean inherentemente complejas, sino que 
múltiples administraciones regulan aspectos de la misma actividad sin coordinación entre 
Hacienda, Seguridad Social, CCAA y Ayuntamientos. No existe ventanilla única ni visión 
integral. Las transiciones entre niveles de actividad (producción exclusivamente, 
comercialización de terceros, elaboración o transformación de productos de origen animal) 
provocan cambios normativos en cascada, y las diferencias autonómicas significativas 
generan inseguridad jurídica. 

1​ Definición oficial y marco conceptual de los CCC 
La única definición legal de canal corto de comercialización procede del Reglamento (UE) 
1305/2013 derogado, artículo 2.m), que lo describe como una cadena de distribución con un 
número limitado de agentes económicos dedicados a la cooperación y relaciones de 
proximidad geográfica y social. El Reglamento Delegado 807/2014 precisa que las ayudas 
europeas solo aplican a cadenas con máximo un intermediario entre productor y 
consumidor. 
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España carece de legislación estatal específica sobre CCC. Las Comunidades Autónomas 
han desarrollado normativas propias que diferencian dos modalidades: la venta directa 
(productor → consumidor, sin intermediarios) y la venta de proximidad o circuito corto 
(productor → un intermediario → consumidor). 

2​ Los cuatro niveles normativos que afectan a los CCC 

2.1​ Nivel 1: Por realizar actividad económica 

2.1.1​ 1A: Obligaciones fiscales según tipo de actividad 

2.1.1.1​ IRPF y estimación objetiva para productores agrícolas 

Los productores agrícolas pueden tributar en estimación objetiva (módulos) hasta un límite 
de 250.000 € anuales de ingresos por actividades agrícolas y ganaderas, significativamente 
superior al límite general de 150.000 € para otras actividades. Este límite está prorrogado 
por la Disposición Transitoria 32ª LIRPF1 hasta 2026. Adicionalmente, el límite de ingresos 
por ventas a empresarios o profesionales es de 125.000 € y el de compras de bienes y 
servicios de 250.000 €. 

Desde 2025, la compensación del Régimen Especial de la Agricultura, Ganadería y Pesca 
(REAGP) no computa para el cálculo del límite de facturación, según la Consulta Vinculante 
de la Dirección General de Tributos (DGT) V0214-25. Tampoco computan las subvenciones, 
indemnizaciones ni el IVA. La exclusión de módulos se produce automáticamente si el 
productor renuncia al régimen especial del IVA (REAGP), obligando a pasar a estimación 
directa simplificada o normal. 

2.1.1.2​ IVA: régimen especial agrícola frente a régimen general 

El Régimen Especial de la Agricultura, Ganadería y Pesca (REAGP) se regula en los artículos 
124-134 de la Ley 37/19922. Los productores acogidos no repercuten IVA sino que reciben 
compensaciones a tanto alzado del 12% para productos agrícolas y forestales, 10,5% para 
productos ganaderos y pesqueros. No presentan declaraciones periódicas de IVA ni pueden 
deducir el IVA soportado. 

El artículo 126.Uno.2º LIVA2 establece una exclusión crítica para los canales cortos, al dejar 
fuera del REAGP a quienes comercialicen productos propios mezclados con productos 
adquiridos a terceros, aunque sean de naturaleza idéntica. También se excluye del régimen 

2 Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
1 Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 
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la comercialización continuada en establecimientos fijos fuera de la explotación y la venta en 
locales donde se realicen otras actividades empresariales. El límite de operaciones para 
permanecer en REAGP es de 250.000 € anuales. 

2.1.1.3​ IAE: cuándo cambia el epígrafe al vender productos de terceros 

Las actividades agrícolas y la ganadería dependiente están no sujetas al IAE3 según el 
artículo 78.2 del TRLRHL4. Sin embargo, la venta de productos de terceros constituye 
actividad comercial que obliga al alta en un epígrafe comercial (Grupo 64 para comercio 
minorista, Grupo 61 para mayorista). El cambio de epígrafe es obligatorio cuando se venden 
productos no producidos en la propia explotación. 

La venta en la propia explotación de productos propios no genera obligación de alta en el 
IAE. Sólo cuando el productor comercializa fuera de la explotación de forma continuada, o 
incorpora productos de terceros, debe declarar el alta en el epígrafe comercial 
correspondiente, aunque esté exento de pago por cifra de negocios inferior a 1.000.000 €. 

2.1.2​ 1B: Seguridad Social agraria frente a régimen general 

El Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios (SETA), regulado en los 
artículos 323-326 de la LGSS5 y el Real Decreto 84/1996, establece requisitos estrictos para 
su permanencia. El productor debe obtener al menos el 50% de su renta total de actividades 
agrarias o complementarias, con un mínimo del 25% procedente directamente de actividad 
agraria. Debe dedicar más de la mitad de su tiempo de trabajo a estas actividades y no 
superar el 75% de la base máxima del Régimen General en rendimientos netos 
(aproximadamente 42.485 € anuales en 2025). 

Las actividades compatibles con el SETA incluyen la venta directa de producción propia, 
primera transformación de productos, venta en mercados municipales, agroturismo y 
actividades artesanales en la explotación. La venta de productos de terceros como actividad 
principal excluye del sistema especial, obligando al paso al Régimen Especial de 
Trabajadores Autónomos (RETA) general. La diferencia de cotización es sustancial ya que el 
tipo de contingencias comunes en SETA es del 18,75% sobre la base mínima (hasta 1.141,18 
€/mes), frente al 28,30% del RETA general, lo que representa aproximadamente 100-125 € 
mensuales de diferencia. 

5 Ley General de la Seguridad Social. 
4 Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (Real Decreto Legislativo 2/2004). 
3 Impuesto sobre Actividades Económicas. 
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2.2​ Nivel 2: Por realizar actividad de producción primaria 
de alimentos 

2.2.1​ REA y REGA como registros fundamentales 

El Registro de Explotaciones Agrícolas (REA) es obligatorio para todas las explotaciones de 
producción primaria según el Real Decreto 1054/2022, gestionado por las Consejerías de 
Agricultura autonómicas con integración en el Sistema de Información de Explotaciones 
Agrarias (SIEX) nacional. La inscripción debe realizarse en el plazo máximo de un mes desde 
el inicio de actividad. El antiguo REGEPA6 ha quedado integrado en este sistema. 

Para explotaciones ganaderas, el REGA7 (Real Decreto 479/2004) exige inscripción antes de 
comenzar la actividad. El código REGA de 14 dígitos identifica cada explotación. Las 
obligaciones incluyen la declaración anual de censo antes del 1 de marzo y comunicación de 
modificaciones en plazo de 7 días. 

2.2.2​ ROMA: Registro Oficial de Maquinaria Agrícola 

El Real Decreto 448/2020 establece la obligatoriedad del Registro Oficial de Maquinaria 
Agrícola para tractores, equipos fitosanitarios, equipos de distribución de fertilizantes y 
cualquier máquina que haya recibido subvención. Prácticamente todas las explotaciones 
disponen de algún tipo de maquinaria que requiere inscripción en este registro, desde 
tractores básicos hasta pulverizadores manuales. El registro incluye datos técnicos del 
equipo, titularidad y ubicación habitual. 

2.2.3​ Carnets fitosanitarios 

El artículo 18 del Real Decreto 1311/2012 establece la obligatoriedad de disponer del nivel 
básico de capacitación fitosanitaria para el uso profesional de productos fitosanitarios en la 
propia explotación. Requiere un curso de 25 horas con validez de 10 años. Todos los 
productores que apliquen productos fitosanitarios en sus cultivos, aunque sea en pequeñas 
superficies, deben disponer de esta acreditación. Complementariamente, el ROPO8 es 
obligatorio para la adquisición de productos fitosanitarios por parte de cualquier usuario 
profesional. 

8 Registro Oficial de Productores y Operadores de medios de defensa fitosanitarios. 
7 Registro General de Explotaciones Ganaderas. 
6 Régimen General de la Producción Agrícola. 
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2.2.4​ Cuaderno digital 

El cuaderno digital de explotación agrícola (CUE) mantiene carácter voluntario hasta el 31 de 
diciembre de 2026, permitiéndose el registro en formato papel. A partir del 1 de enero de 
2027 será obligatorio el registro electrónico de tratamientos fitosanitarios para usuarios 
profesionales. La obligatoriedad plena del CUE digital se traslada a 2028, pero con 
excepciones significativas para pequeños productores: las explotaciones con ≤30 ha de 
cultivos permanentes o tierras de cultivo, con ≤5 ha de regadío, o con invernaderos ≤0,1 ha 
quedan exentas. 

2.2.5​ Producción ecológica y certificación 

El Reglamento (UE) 2018/848 obliga a la certificación para comercializar como ecológico. 
Sin embargo, el artículo 35.8 establece una excepción para productores que venden 
directamente al consumidor final, siempre que no produzcan, preparen o almacenen 
productos no vinculados al punto de venta y no importen de terceros países. Deben 
mantener la notificación a la autoridad competente. Cada Comunidad Autónoma cuenta con 
su propio organismo de control, desde consejos reguladores públicos (por ejemplo CRAEGA 
en Galicia, CCPAE en Cataluña) hasta organismos privados autorizados (SOHISCERT, 
AGROCOLOR, etc). 

2.3​ Nivel 3: Por transformar y vender alimentos 
directamente 

2.3.1​ El paquete higiénico-sanitario: qué es y por qué se aplica 

El denominado “paquete de higiene” de la Unión Europea está compuesto por tres 
reglamentos principales:  

●​ El Reglamento (CE) 852/2004 establece las normas generales de higiene para todos 
los productos alimenticios que aplican a cualquier operador de la cadena alimentaria. 

●​ El Reglamento (CE) 853/2004 desarrolla normas específicas de higiene para 
alimentos de origen animal como carne, lácteos, pescado y huevos.  

●​ El Reglamento (UE) 2017/625 organiza los controles oficiales que deben realizar las 
autoridades competentes, sustituyendo al anterior 854/2004. 

Esta normativa se aplica porque establece el principio fundamental de que el operador de la 
empresa alimentaria es el principal responsable de la seguridad alimentaria. La seguridad 
debe garantizarse a lo largo de toda la cadena alimentaria, empezando por la producción 
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primaria. En producción primaria se aplican los requisitos del Anexo I del Reglamento 
852/2004, mientras que en las fases posteriores (transformación, elaboración, envasado) se 
aplican los requisitos del Anexo II, más exigentes e incluyendo la obligación de implementar 
sistemas APPCC (análisis de peligros y puntos críticos de control). 

2.3.2​ El artículo 1.2.c) del Reglamento 853/2004 y su flexibilización 

La excepción europea fundamental se encuentra en el artículo 1.2.c) del Reglamento (CE) 
853/2004, que excluye de su ámbito el suministro directo de pequeñas cantidades de 
productos primarios al consumidor final o a establecimientos locales de venta al por menor. 
Los Estados miembros deben establecer normas nacionales para estas actividades que 
sean conformes con la legislación comunitaria pero adaptadas a las particularidades de 
estas pequeñas producciones. 

El Real Decreto 1086/2020 constituye la principal transposición española de esta 
flexibilización. Establece un radio máximo de 100 km para venta directa, límites cuantitativos 
para sacrificio en explotación de aves y lagomorfos (500 pollos/semana, 25.000/año; 300 
conejos/semana, 15.600/año), y requisitos específicos para leche cruda incluyendo 
obligación de envasado, caducidad máxima de 72 horas y advertencias de etiquetado sobre 
necesidad de hervir. 

2.3.3​ Límites autonómicos variables en pequeñas cantidades 

Los decretos autonómicos establecen límites diversos para interpretar qué constituyen 
“pequeñas cantidades”. En Castilla y León, la Orden SAN/1/2015 fija 20 kg semanales por 
proveedor para productos vegetales, setas o miel, y 20 docenas de huevos. El nuevo decreto 
de 2024 amplía significativamente a 50.000 huevos/año, 2.500 kg miel/año, 500 canales de 
lechazo o cabrito/año, y 2.500 kg de conservas vegetales o mermeladas. 

En el País Vasco, la excepción más favorable aplica a explotaciones con menos de 50 
gallinas ponedoras, completamente exentas del paquete de higiene para venta de huevos. El 
Decreto 51/2024 establece el marco de venta de proximidad más desarrollado, con ahorro 
estimado del 15-40% en costes de cumplimiento para pequeños productores. 

Andalucía implementó mediante el Decreto 163/2016 el sistema SIVDA9 que beneficia 
potencialmente a 183.000 explotaciones (75% del total andaluz) mediante comunicación 
previa para 23 categorías de productos primarios.  

9 Sistema de Información de Venta Directa Agraria. 
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2.4​Nivel 4: Normativa local y mercados de productores 
2.4.1​ Licencias municipales para venta directa 

La venta directa de producción propia en la explotación está generalmente exenta de 
licencia comercial. Para locales permanentes de venta, la mayoría de municipios exigen 
comunicación previa para superficies menores de 300-500 m², o licencia ambiental para 
actividades clasificadas más grandes. 

Los mercados de productores se regulan mediante ordenanzas municipales sin normativa 
estatal armonizada, lo que genera una gran disparidad territorial. Los requisitos típicos 
incluyen inscripción en registro municipal, alta en REA/REGA, seguro de responsabilidad civil, 
y tasas por ocupación de vía pública que varían muy significativamente entre municipios, 
desde 7,15 € por 2 metros lineales en Petrer hasta 155,40 €/metro en Torrevieja. 

2.4.2​ IBI y calificación de terrenos rústicos 

La venta directa en la explotación no afecta la calificación rústica del terreno para efectos 
del Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI). Sólo la construcción de instalaciones 
comerciales permanentes puede generar cambio parcial a urbano de esa superficie 
específica. La jurisprudencia (STS 30/05/201410) confirma que terrenos urbanizables no 
desarrollados deben tributar como rústicos. 

3​ Diferencias sustanciales entre Comunidades 
Autónomas 

Sólo 3 Comunidades Autónomas (Cantabria, La Rioja y Madrid) carecen de normativa 
específica en CCC desarrollada. Las otras 14 CCAA han desarrollado marcos normativos 
propios con diferencias sustanciales en límites y condiciones. 

Las diferencias entre CCAA son sustanciales en la práctica.  Por ejemplo, el País Vasco 
exime completamente del paquete higiénico-sanitario a explotaciones con menos de 50 
gallinas, cuenta con el distintivo "Artisau Elikagaigintza" para producción artesanal, y ha 
desarrollado normativa técnica específica por sectores desde 2018. Andalucía ha 
implementado el sistema SIVDA, que permite la comercialización de 23 categorías de 
productos mediante simple comunicación previa, beneficiando potencialmente al 75% de las 
explotaciones andaluzas. Cataluña cuenta con un sistema de acreditación voluntaria de 

10 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 30 de mayo de 2014. 
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venta de proximidad (Decreto 24/2013) que otorga distintivo oficial y acceso a ayudas para 
productores. Navarra cuenta con la Ley Foral 5/2023 más reciente y completo para canales 
cortos. 

Por el contrario, las CCAA sin normativa específica mantienen interpretaciones más 
restrictivas de la normativa europea. Los límites cuantitativos para “pequeñas cantidades” 
varían significativamente entre territorios. Mientras Castilla y León permite 50.000 huevos 
anuales en venta directa, otras comunidades aplican interpretaciones más conservadoras 
del RD 1086/2020. 

4​ Casos escalables y puntos de ruptura normativa 
Los puntos de ruptura normativa en los canales cortos de comercialización se identifican de 
manera clara. Entre el nivel de actividad 1 y 2, el artículo 126 de la LIVA provoca cambios en 
cascada: la pérdida del REAGP implica también la pérdida de los módulos del IRPF y del 
SETA, trasladando al productor al régimen general en las tres administraciones. Entre el nivel 
de actividad 2 y 3, comienzan a aplicarse las normas sanitarias, de modo que el productor 
debe cumplir con el Registro General Sanitario de Empresas Alimentarias y Alimentos 
(RGSEAA) y la implantación de planes APPCC obligatorios.  Finalmente, entre el nivel de 
actividad 3 y 4, se exige autorización previa  y la correspondiente inspección antes de iniciar 
la actividad, en contraste con la mera comunicación previa requerida en los niveles 
anteriores. 

 

N Actividad Registros Tributación Sanidad 

1 Solo hortalizas 
propias REA REAGP + módulos 

IRPF + SETA 
Sin registro sanitario 
específico 

2 + Productos de 
terceros REA + IAE comercio Régimen general IVA 

+ directa IRPF + RETA 
Registro autonómico 
comercio minorista 

3 
+ 
Transformados 
vegetales 

REA + RGSEAA 
clave 21 Actividad económica RGSEAA obligatorio + 

Plan APPCC 

4 + Carne/lácteos 
REA + REGA + 
RGSEAA 
autorización previa 

Actividad industrial Autorización previa + 
inspección 
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5​ Hacia una flexibilización integral 
La flexibilización necesaria no se limita al ámbito sanitario, sino que debe ser integral, 
abarcando simplificación administrativa, coordinación entre administraciones y 
armonización entre Comunidades Autónomas. La atribución de competencias fragmenta la 
gestión: Hacienda y la Seguridad Social se encargan de las obligaciones fiscales y de 
cotización (Estado, o CCAA en el caso de Euskadi y Navarra); las Consejerías de Agricultura 
gestionan los registros de producción primaria (CCAA); las Consejerías de Sanidad 
supervisan los registros alimentarios y las autorizaciones sanitarias (CCAA); y los 
Ayuntamientos regulan licencias y mercados a nivel local. 

Los límites de “pequeñas cantidades” en decretos autonómicos son diversos según las 
CCAA. El RD 1086/2020 y desarrollos autonómicos como el Decreto 51/2024 de País Vasco 
o el nuevo decreto de Castilla y León de 2024 establecen umbrales relativamente amplios 
para pequeños productores (500 canales de lechazo/año, 50.000 huevos/año, 2.500 kg 
conservas/año). 

Las diferencias entre CCAA son significativas y operativas, no meramente formales. Un 
mismo productor encontrará condiciones sustancialmente distintas para la venta directa en 
el País Vasco (50 gallinas exentas, distintivo artesanal) frente a CCAA sin normativa 
específica. La recomendación práctica es consultar siempre la normativa de la Comunidad 
Autónoma donde radique la explotación antes de iniciar cualquier actividad de venta en 
canal corto. 
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